TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA No 062
RADICACIÓN: 660013109006 2019 00025-01
ACCIONANTE: ALUDIVIA DE JESÚS CORRALES J
CONFIRMA PARCIALMENTE 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS PARA SATISFACERLO / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE GARANTÍA MÍNIMA / Y DE TRASLADO DE APORTES DE COLPENSIONES AL FONDO PRIVADO.
… existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. (…)
Es evidente entonces que por parte de COLFONDOS Y COLPENSIONES, sí se está afectando el derecho fundamental de petición, toda vez que la primera de las entidades no ha resuelto de fondo la solicitud que elevó la señora ALUDIVIA CORRALES, y la segunda entidad no se ha pronunciado en relación con el traslado de aportes.

Así las cosas, se confirmará parcialmente la decisión adoptada por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición, pero se adiciona en el sentido de ordenar a COLPENSIONES, que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de esta providencia, brinde a COLFONDOS la información que dicha entidad requiere.
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                                                RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil diecinueve (2019).
Acta de Aprobación No. 570
Hora: 11:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la accionante ALUDIVIA DE JESÚS CORRALES JIMÉNEZ, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, frente a COLFONDOS Pensiones y Cesantías S.A.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado de la señora ALUDIVIA CORRALES, se pueden sintetizar así: (i) en julio 16 de 2018 vía correo certificado solicitaron a COLFONDOS S.A. el reconocimiento de la pensión de garantía mínima; (ii) en agosto 10 de 2018 la entidad requirió a la accionante para que aportara algunos documentos, los cuales remitió en agosto 28; (iii) nuevamente el fondo de pensiones en septiembre 07 solicitó la historia laboral debidamente firmada, y fue remitida por la señora CORRALES JIMÉNEZ en septiembre 10; (iv) han atendido todos los requerimientos de la entidad, pero COLFONDOS indicó que solicitaron a COLPENSIONES trasladar los aportes pendientes; y (v) han transcurrido más de cuatro meses desde que COLFONDOS solicitó al fondo público el traslado de semanas, sin que la entidad se pronuncie de fondo.
Pide que se protejan sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y se ordene a COLFONDOS y a COLPENSIONES resolver de fondo la solicitud de pensión.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la tutela a las entidades accionadas, las que se pronunciaron así:

- COLFONDOS a través de su apoderada judicial, manifestó que el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO es la entidad encargada de otorgar la garantía de pensión mínima y reconocer el capital faltante para financiar la pensión de vejez que reclama la accionante.

La accionante no cuenta con un saldo que le permita gozar de una prestación pensional de vejez en el régimen de ahorro individual, sin embargo, puede ser merecedora de una prestación especial que otorga la oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Para poder solicitar la prestación pensional se hace necesario que COLPENSIONES proceda con la devolución de aportes que tiene de la accionante y que no ha remitido a COLFONDOS, pero además para que la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público proceda con el estudio pertinente.

En cuanto al reconocimiento de pensiones por vía de tutela la jurisprudencia ha indicado que solamente el juez ordinario puede reconocer pensiones cuando ello haya sido objeto de controversia.

Solicita se declare improcedente la acción de tutela frente a COLFONDOS, se ordene al MINISTERIO DE HACIENDA a través de su oficina de Bonos Pensionales dar prioridad a la solicitud de garantías de pensión mínima, y se exhorte a COLPENSIONES realizar el traslado de aportes.
- La Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES señaló que no cuentan con la solicitud presentada por la accionante que le permita a la entidad conocer a fondo el derecho de petición, por tanto, no han vulnerado ningún derecho fundamental. 

Resaltó que la acción de tutela es improcedente cuando existe otro medio de defensa judicial, y solicitó se declare su improcedencia.
3.2.- Culminado el plazo constitucional la juez de primer nivel en sentencia de abril 03 de 2019 tuteló el derecho fundamental de petición y  le ordenó a COLFONDOS y COLPENSIONES que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia, resuelvan de fondo y de acuerdo con sus competencias la petición elevada por la señora ALUDIVIA CORRALES, relacionada con la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de garantía mínima. Para llegar a la anterior determinación consideró que se hace indispensable la participación de ambas entidades, con el fin de que cada una de acuerdo a sus competencias determine si la accionante tiene o no derecho a la pensión que reclama.

3.3.- Ante el anterior fallo COLPENSIONES impugnó la decisión, y señaló que la entidad no cuenta con la petición presentada por la accionante, por consiguiente COLPENSIONES no tuvo oportunidad de pronunciarse sobre la obligación, toda vez que no reposaba en la entidad la documentación y la información pertinente.

3.4.- Esta Corporación mediante decisión de mayo 08 de 2019 declaró la nulidad del fallo, para que se integrara en la acción de tutela al MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.

3.5.- El juzgado de primer grado dispuso la vinculación del referido Ministerio, entidad que se pronunció así:

El Jefe de Oficina de Bonos Pensionales del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO solicitó se desestime la acción de tutela contra la entidad que representa, por cuanto la accionante no ha presentado ante esa oficina  derecho de petición.
La accionante no tiene derecho al bono pensional, por cuanto no cuenta con el número mínimo de semanas requeridas para acceder a dicho beneficio, es decir, sumar 150 semanas cotizadas –artículo 115 ley 100/93-.

Sin embargo, al no tenerse en cuenta dentro del bono pensional los tiempos laborados y cotizados a COLPENSIONES, la AFP COLFONDOS debe solicitar a la respectiva entidad dar cumplimiento a lo establecido en el Decreto 3995/08, artículo 11.

El traslado de aportes que establece la norma en cita, debe efectuarlo cada entidad de previsión a la cual se realizó las cotizaciones o la entidad que haga sus veces.
En cuanto a la solicitud de una “eventual garantía de pensión mínima” a favor de la acciones, la AFP COLFONDOS en marzo 28 de 2019 ingresó al sistema interactivo de bonos pensionales del Ministerio la respectiva petición de reconocimiento de la garantía de pensión mínima de vejez de que trata el artículo 65 de la ley 100/93.
De acuerdo con la solicitud de la AFP, la Oficina de Bonos Pensionales determinó que la misma no cumple con los parámetros exigidos y se rechazó en abril 30 de 2019, por cuanto el documento de identificación era ilegible.

Una vez la AFP COLFONDOS proceda a corregir las inconsistencias detectadas en la solicitud, la oficina retomará el estudio de la reclamación y de resultar procedente, expedirá el acto administrativo de reconocimiento de la garantía mínima de pensión a favor de la accionante, para que bajo responsabilidad de la AFP se adelante las gestiones que le garanticen a la señora ALUDIVIA CORRALES el pago de la referida prestación.

Lo solicitado por la accionante no es de competencia del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y recae exclusivamente en COLFONDOS.

3.6.- Mediante decisión de mayo 17 de 2019, el juzgado de primer nivel tuteló el derecho fundamental de petición y ordenó a COLFONDOS cumplir con la carga procesal que le corresponde y resolver de fondo la petición radicada por la señora ALUDIVIA CORRALES, relacionada con la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de garantía mínima.

Para llegar a la anterior determinación consideró que COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO ya cumplieron con la carga que le correspondía a cada una de ellas, y que es obligación de COLFONDOS emitir una respuesta de fondo por ser la entidad a la cual se encuentra afiliada la accionante.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión proferida, el apoderado judicial de la señora ALUDIVIA CORRALES manifestó que el juez no se pronunció en relación con el reconocimiento de la pensión, y también guardó silencio en cuanto al trámite interadministrativo entre COLFONDOS y COLPENSIONES.

La accionante tiene pleno derecho para acceder a la garantía de pensión mínima en el fondo privado, pero la entidad ha dilatado negligentemente el trámite, y se escuda en respuestas evasivas. 

Solicita se revoque el fallo de tutela de primera instancia, y se garantice la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y petición que están siendo afectados por parte de COLFONDOS. Como consecuencia de lo anterior, se ordene a COLFONDOS y COLPENSIONES resolver interadministrativamente el traslado de aportes.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición de la señora MARÍA NIDIA LONDOÑO solo frente a COLFONDOS.  Igualmente se determinará si es procedente reconocer por esta vía judicial la garantía de pensión mínima.  De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide el impugnante.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

En el caso sometido a estudio, la señora ALUDIVIA CORRALES solicitó la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso, los cuales considera han sido vulnerados por la AFP COLFONDOS al no resolver de fondo su solicitud de pensión, con el argumento que COLPENSIONES no ha procedido con el traslado de semanas cotizadas en esa entidad. Con fundamento en lo anterior solicitó que por intermedio de la acción constitucional se ordenara a COLFONDOS y COLPENSIONES resolver de fondo su solicitud.

Al respecto el juez de primer nivel -luego de haber vinculado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público- consideró que el fondo de pensiones privado estaba quebrantando el derecho fundamental de petición de la accionante, y le ordenó a COLFONDOS dar una respuesta de fondo a la solicitud de la accionante. 

El apoderado judicial de la accionante impugnó y señaló que la orden para que se dé una respuesta de fondo a la petición debe ser igualmente contra COLPENSIONES. Además indicó que el juez a quo omitió reconocer la pensión que se pide.
En cuanto al derecho de petición, la Corporación comparte el argumento del abogado de la señora ALUDIVIA CORRALES como quiera que corresponde a los dos fondos de pensiones de manera conjunta resolver la solicitud, y no puede COLPENSIONES escudarse en que la accionante no ha elevado ninguna solicitud ante ellos, cuando COLFONDOS aseveró que realizó la solicitud de traslado de aportes frente al fondo público
, y ese trámite administrativo no se le puede descargar a la accionante; por tanto, es necesario que el fondo público emita la información respectiva para que la AFP a la cual se encuentra afiliada la demandante pueda resolver la petición.
Como es sabido, el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”.
Es evidente entonces que por parte de COLFONDOS Y COLPENSIONES, sí se está afectando el derecho fundamental de petición, toda vez que la primera de las entidades no ha resuelto de fondo la solicitud que elevó la señora ALUDIVIA CORRALES, y la segunda entidad no se ha pronunciado en relación con el traslado de aportes.

Así las cosas, se confirmará parcialmente la decisión adoptada por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición, pero se adiciona en el sentido de ordenar a COLPENSIONES, que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de esta providencia, brinde a COLFONDOS la información que dicha entidad requiere. Igualmente se ordena a COLFONDOS que una vez recibida la información por parte de la AFP pública, debe proceder en el término dispuesto por el juez de primer grado, a resolver de fondo la petición que fue radicada por la accionante, relacionada con el reconocimiento de la garantía mínima de pensión.

En relación con la otra solicitud del apoderado judicial de la señora ALUDIVIA CORRALES, atinente a que se reconozca la pensión por medio de esta acción constitucional, se debe recordar que la orden relacionada con el derecho de petición solo se limita a que se resuelva de fondo (positiva o negativamente) su solicitud. Por tanto, la entidad debe primero pronunciarse en cuanto a la petición elevada por la accionante, como quiera que el juez de tutela no puede invadir competencias que no le corresponde, toda vez que se debe agotar inicialmente la vía administrativa dispuesta por el legislador, y hasta este momento eso no ha ocurrido. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: SE ADICIONA en el sentido de ordenar a COLPENSIONES, que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de esta decisión, brinde a COLFONDOS la información que dicha entidad requiere. Igualmente se ordena a COLFONDOS que una vez recibida la información por parte de la AFP pública, debe proceder en el término dispuesto por el juez de primera instancia a resolver de fondo la petición radicada por la accionante, relacionada con el reconocimiento de la garantía mínima de pensión.

TERCERO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,
ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
�� Sentencia T-629 de 2008.


� Ver folio 38.
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